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448 págs.

El autor se propone en esta obra, de ma-
nera didáctica pero sin renunciar a algunos
aspectos polémicos, un recorrido por nues-
tra actual estructura política y constitucio-
nal. Con un rigor conceptual loable, y en
las antípodas del ensayismo político tre-
mendamente oscuro que tanto prolifera en
los últimos años, García Morillo ha conse-
guido un texto instructivo en el que va más
allá del mero análisis de los pilares y del
funcionamiento de nuestro sistema consti-
tucional. Su mirada crítica y contrastada le
ha permitido elaborar una reflexión sobre
las claves de nuestra democracia. En las úl-
timas páginas del libro, el autor concluye
que, a pesar de la firmeza de las estructuras
políticas, «nuestra cultura y nuestros hábi-
tos democráticos son todavía endebles».
Pareciera que su objetivo con este libro
fuera ofrecer un material indispensable, un
manual básico para el conocimiento y la
exacta valoración del sistema constitucio-
nal español, un «libro de cabecera» para el
ciudadano, necesario para la consolidación
de unos mínimos de cultura democrática.

Tras dos capítulos introductorios, en los
que brevemente repasa nuestro pasado re-
ciente partiendo del turbulento siglo XIX y
desembocando en la transición pacífica
que llevó al actual sistema político, el autor
concluye en lo que considera perfiles de-
terminantes del país en el que vivimos: una
sociedad libre, un país plural, un Estado
democrático.

García Morillo utiliza el poder como
elemento básico en la sistematización de su
obra. Su objetivo es desentrañar cada una
de las piezas del «puzzle» constitucional, y

lo consigue con una cuidada sistemática
que tiene su punto de partida en lo que de-
nomina la estructura del poder.

En esta primera parte del libro, el autor
analiza los pilares del «edificio constitu-
cional». Centra su atención en la conexión
entre la soberanía popular y el principio de-
mocrático, y en concreto, en la opción de
nuestro texto constitucional por la demo-
cracia representativa. El poder, emanado
de un único soberano, se articula en una se-
rie de manifestaciones, entre las cuales el
autor sitúa, junto a las tres clásicas, el «po-
der constitucional», basándose en la enti-
dad de las funciones específicas realizadas
por el Tribunal Constitucional.

A continuación, analiza los instrumen-
tos de la soberanía popular. En este aparta-
do, se sitúan en primera línea los partidos
políticos en cuanto instrumentos funda-
mentales de la democracia. Tras unas ideas
generales sobre los mismos, García Mori-
llo analiza el sistema de partidos español,
al que califica de «multipartidista con dos
ejes que se cruzan»: dos grandes partidos y
la presencia relevante en el ámbito estatal
de fuerzas nacionalistas.

El sistema parlamentario que consagra
la Constitución española de 1978 se sitúa
en lo que García Morillo denominaba «par-
lamentarismo estructurado», es decir, aquél
en el que el Parlamento tiene regladas prác-
ticamente todas sus actuaciones. Nos en-
contramos con un Parlamento que ha re-
nunciado a gran parte de la escenificación
clásica y que ha perdido el protagonismo
en favor del gobierno. Un Parlamento bica-
meral con una segunda Cámara necesitada
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de reforma para llegar a ser una auténtica
Cámara de representación territorial. Un
Parlamento que conserva las prerrogativas
clásicas de sus parlamentarios, defendibles
en aras de su buen funcionamiento y que
encuentra en el poder de disolución del
presidente del Gobierno un elemento equi-
librador de sus relaciones con el Ejecutivo.

El Gobierno es analizado por García
Morillo centrándose en dos cuestiones fun-
damentales: el difícil logro de una mayoría
que le dé estabilidad, lo cual propicia la ce-
lebración de pactos, y el protagonismo del
presidente. Considera esenciales los instru-
mentos de control sobre el mismo y, en
especial, la moción de censura, a la que ca-
lifica de «arma nuclear de la política espa-
ñola», dada la contundencia de sus efectos.

Junto al Legislativo y al Ejecutivo, el
Poder Judicial completa la tríada clásica.
Este poder que encuentra su legitimación
democrática en la independencia de sus
miembros y en la estricta dependencia de la
ley. El autor afirma tajantemente que el
Ministerio Fiscal no ha de ser independien-
te, pues dicha pretensión supondría «sus-
traer a la soberanía popular y a sus re-
presentantes espacios de decisión». La le-
gitimidad del mismo deriva precisamente
de los principios de jerarquía y de unidad
de actuación a los que está sometido. Pero
el principal problema en que se centra el
autor es el del gobierno del Poder Judicial.
Concluye con dos ideas fundamentales: el
Consejo General del Poder Judicial es el
órgano de gobierno del Poder Judicial, pe-
ro no es Poder Judicial, y precisamente los
que han de ser independientes son los
miembros de dicho poder y no los de su ór-
gano de gobierno.

El «poder constitucional» es el resultado
de la primacía de la Constitución. El autor
subraya cómo el Tribunal Constitucional
resuelve conflictos de trasfondo político
con métodos jurídicos. Esta función ha si-
do especialmente útil en el caso español, en
cuanto el Tribunal ha ido juridificando pro-

blemas de alto contenido político y, por
tanto, en cierta medida, «desdramatizándo-
los», lo cual ha sido fundamental para la
consolidación del sistema.

García Morillo concluye su repaso a las
estructuras del poder haciendo referencia a
la posición constitucional del rey, en cuan-
to órgano del Estado, irresponsable y so-
metido a la Constitución, y a la cesión de
soberanía que ha supuesto la adhesión a la
Unión Europea. En un breve repaso a las
instituciones y al Derecho comunitario, el
autor pone el énfasis en la delegación de
soberanía prevista en el artículo 93 CE y en
el alto déficit democrático que presenta la
Unión Europea en su actual configuración.

La segunda parte del libro está dedicada
al espacio del poder, confluyendo en la
misma tanto el tema de su reparto territo-
rial como el del ejercicio del mismo. Con
respecto al primero, el profesor de Valen-
cia habla de estructuración triangular del
poder, en cuanto que el ciudadano se en-
cuentra sometido a tres tipos de poderes: el
Municipio, la Comunidad Autónoma y las
instituciones centrales. El autor analiza so-
meramente el sistema de reparto de compe-
tencias y la configuración de un modelo de
descentralización de carácter dinámico. La
conclusión principal que plantea en esta
cuestión es que ese proceso abierto ha de
basarse en una «notable dosis de confianza
recíproca», en la «lealtad constitucional»
entre todas las instancias que en él inter-
vienen.

En cuanto al ejercicio del poder, García
Morillo se centra en las vías de actuación
del Legislativo y del Ejecutivo. En el caso
del gobierno, realiza un análisis más pro-
fundo de la Administración como «brazo
del gobierno», pero como realidades políti-
cas y jurídicas diferentes. El autor se es-
fuerza en dejar claro que la Administración
sirve a la colectividad con objetividad,
aunque lo haga siguiendo las directrices
gubernamentales. Igualmente puntualiza
que el protagonismo del gobierno encuen-
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tra límites que condicionan sus posibilida-
des reales de actuación, los cuales van des-
de las reservas de ley a las posibilidades
presupuestarias, sin olvidar las repercusio-
nes internacionales de su actuación.

Igualmente, el ejercicio del poder en-
cuentra limitaciones importantes en la in-
fluencia de determinados actores sociales,
tales como sindicatos, asociaciones, entida-
des financieras, grupos profesionales o mo-
vimientos de variada índole. El autor centra
su atención en el enorme poder que en la
actualidad tienen los medios de comunica-
ción, poder que se bifurca en dos momen-
tos: la selección de lo noticiable y la presen-
tación de lo noticiable. Habla también de la
curiosa relación entre los medios de comu-
nicación y la política: «Cada uno necesita al
otro y, sin embargo, sus intereses son con-
trapuestos.» El gran problema en relación a
los medios es su concentración en manos de
grandes grupos empresariales y la ausencia
de controles sobre los mismos.

La obra concluye con una parte dedica-
da a los límites del poder. Estos límites en-
troncan con la misma idea de Estado de
Derecho, el gobierno de las leyes, el cual
supone «la integración de la ética en el
ejercicio del poder». Ley que es expresión
de la voluntad popular y que convive con
una potestad normativa del Gobierno de
carácter excepcional y tasada por el texto
constitucional.

La Constitución establece una doble li-
mitación del poder: una de carácter mate-
rial y otra de carácter formal. La primera
está constituida por el conjunto de dere-
chos y libertades reconocidos por la mis-
ma. La segunda consiste en la obligación
de actuar de una forma determinada. Por
ello, la Constitución es una Norma orienta-
da a la estabilidad, de lo cual deriva su ca-
rácter rígido, así como la previsión de esta-
dos excepcionales y de excepcionales
suspensiones individuales de derechos.

A continuación, García Morillo hace un
estudio conciso pero riguroso sobre el con-

tenido del Título I de nuestra Constitución.
Al analizar cada derecho apunta sus aspec-
tos más problemáticos y polémicos. Así, el
derecho a la vida plantea problemas en su
comienzo y en su final. El aborto y la euta-
nasia son las dos grandes cuestiones pen-
dientes de adecuada respuesta, ambas difí-
ciles de delimitar en cuanto que en ellas
confluyen factores no sólo políticos sino,
sobre todo, éticos y religiosos.

La igualdad es abordada no sólo desde
la prohibición de discriminaciones y la au-
sencia de diferenciaciones, sino también
desde la perspectiva de profundización de-
mocrática de la discriminación positiva.

En relación a la libertad religiosa, el au-
tor aborda con detenimiento la polémica
cuestión, actualmente de nuevo en primer
plano, de la enseñanza de la religión en un
Estado que se define como aconfesional. El
autor plantea los problemas pero no se ali-
nea claramente en favor de ninguna de las
opciones comentadas.

Los derechos pertenecientes al ámbito
más privado del ciudadano —la inviolabi-
lidad del domicilio, la intimidad, el honor,
la propia imagen, el secreto de las comuni-
caciones— son analizados en su choque
con la libertad de expresión e información.
García Morillo critica tanto la teoría de la
colisión como la de la prevalencia, y esta-
blece tres criterios fundamentales a ponde-
rar en cada caso: la veracidad, la compro-
bación y la relevancia pública.

Un sistema democrático como el nuestro
ha de garantizar la libertad personal. El au-
tor resume el significado de la misma en
una expresión contundente: «Todo lo que
no está prohibido, está permitido.» Espe-
cial interés cobran en este ámbito las ga-
rantías que debe respetar la detención, así
como la prisión preventiva. En todo caso,
toda sociedad democrática debe prever las
posibles consecuencias de las conductas
que se opongan a las normas de conviven-
cia aceptadas por todos. Es el ámbito del
Derecho penal, el cual se rige en nuestro
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sistema constitucional por dos principios
básicos: el principio de intervención míni-
ma y el de legalidad.

En el análisis del derecho a la educa-
ción, García Morillo pone de manifiesto su
complejidad y su dimensión plural, par-
tiendo del reconocimiento de la libertad de
enseñanza. Igualmente hace referencia a
proyecciones de tal derecho como la liber-
tad de cátedra o la autonomía universitaria.

Puntualiza García Morillo que el dere-
cho al trabajo no es un derecho subjetivo
que pueda exigirse ante los Tribunales en
caso de incumplimiento. Se centra a conti-
nuación el estudio de los sindicatos y de las
asociaciones empresariales, así como de la
negociación colectiva —pieza clave en la
política económica— y de las medidas de
conflicto colectivo.

Todo este sistema de derechos quedaría
en una mera proclamación formal si la mis-
ma Constitución no previera los adecuados
instrumentos de garantía y protección que
permitan al ciudadano reaccionar ante su
posible vulneración. Esta actividad de tute-
la se ejerce fundamentalmente a través de
los órganos jurisdiccionales. El art. 24 CE
constitucionaliza un conjunto de instru-
mentos de tutela que van desde el acceso a
la Justicia a la ejecución de la sentencia
fundada en Derecho, pasando por el des-
arrollo de un proceso con todas las ga-
rantías y basándose en el principio demo-
crático fundamental de la presunción de
inocencia. Estos instrumentos de protec-
ción han de completarse con el recurso de
amparo previsto para los derechos funda-
mentales y con garantías de carácter insti-
tucional como el Defensor del Pueblo. No
hay olvidar en última instancia, y a pesar
de sus deficiencias, las vías internacionales
de protección de los derechos.

Para finalizar su análisis de la estructura
política española, García Morillo sitúa en
primera línea del sistema democrático la

existencia de controles de la actuación de
los gobernantes. Controles que se mani-
fiestan especialmente en la articulación de
un parlamentarismo racionalizado, en el
que el Parlamento dispone de toda una se-
rie de instrumentos de control político del
Gobierno. Entre ellos, merece destacar, por
su relevancia en la actualidad, las Comisio-
nes de Investigación, las cuales realizan un
control político, no jurídico, si bien los lí-
mites no están claros. Como contrapartida,
el presidente goza del poder de disolución
del Parlamento. El Legislativo está someti-
do en todo caso al control del electorado.

La sujeción al derecho que ha de presi-
dir la actuación de los poderes públicos en-
cuentra su mayor garantía en el control de
constitucionalidad que realiza el Tribunal
Constitucional. De los tres poderes clási-
cos, sólo el Poder Judicial escapa a contro-
les que pudieran pugnar con su indepen-
dencia, y el único control real externo
sobre sus actuaciones es el que se vertebra
a través del recurso de amparo.

García Morillo concluye su libro con un
epílogo, que bien pudiera ser una introduc-
ción, en el que hace un repaso a la situa-
ción actual de nuestra democracia. Hace
referencia a cuestiones candentes como el
extremado poder de los medios de comuni-
cación, la judicialización de la política, el
terrorismo o la aparición de la cultura de la
riqueza fácil. A pesar de estos, y de otros
problemas no apuntados, podemos con-
cluir con el autor que la sociedad española
está finalmente estructurada como una so-
ciedad democrática moderna. Las transfor-
maciones no sólo políticas, sino también
sociales, económicas y culturales, de los
últimos veinte años se han ido produciendo
a ritmo vertiginoso. El país ha recorrido en
escaso tiempo todo el camino atrasado que
lo separaba del Occidente democrático. El
futuro depende en gran medida, señala
García Morillo, de que seamos capaces de
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recomponer nuestro concepto del Estado y
nuestra relación con él. Pero, en todo caso,
se trata de un futuro posible, por más que
los agoreros intenten vendernos una ima-
gen desesperanzada. Un futuro que parte

de unas bases consolidadas, a pesar de las
aristas que se deben depurar, y que requeri-
rá la participación comprometida de todos.

Octavio Solazar Benítez

ESTHER MARTÍN NÚÑEZ: El régimen constitucional del cargo público representativo,
CEDECS, Barcelona, 1996,160 págs.

La profesora Esther Martín se propone
en esta obra no tanto un estudio completo y
exhaustivo del artículo 23.2 de nuestra
Constitución, sino más bien la determina-
ción de la noción cargos públicos a los
efectos de dicho artículo, y más concreta-
mente, la noción de cargo público repre-
sentativo.

La autora comienza describiendo el
marco constitucional en el que se inserta el
derecho de acceso a los cargos públicos.
Así, la primera parte del libro está dedicada
a la participación como derecho funda-
mental. La CE resulta novedosa en este
punto. Frente a nuestro constitucionalismo
histórico y frente a las Constituciones
democráticas europeas, nuestro texto cons-
titucional consagra como derecho funda-
mental un genérico derecho de participa-
ción, consecuencia lógica de la declaración
del artículo 1.2 CE, y manifestación de lo
que Jellinek denominó status activae civi-
tatis.

El derecho de participación se concreta
en un ámbito material, los «asuntos públi-
cos», sobre el que se incardinan las distintas
modalidades de participación: directa y «a
través de representantes elegidos en elec-
ciones periódicas por sufragio universal».

La autora, al delimitar la noción de
«asuntos públicos», distingue dos posicio-
nes doctrinales en función de la extensión
con la que se contempla el concepto. Así,
para un sector doctrinal encabezado por
Sánchez Blanco y Santamaría Pastor, la co-
nexión entre el artículo 23.1 y el artícu-

lo 9.2 CE lleva a que el ámbito de aplica-
ción del primero se extienda a los diferen-
tes tipos de participación que constitucio-
nalmente se establecen, siempre que sea en
los asuntos públicos.

Esther Martín puntualiza que cuando el
artículo 23.1 garantiza la participación de
los ciudadanos en los asuntos públicos es-
tablece dos límites objetivos. El primero
serían sus titulares, los ciudadanos, y el
segundo vendría determinado por dos con-
diciones: el sufragio universal libre y la pe-
riodicidad de la elección de los represen-
tantes. Por tanto, la participación protegida
como derecho fundamental es la realizada
a través de la elección de los miembros de
las instituciones públicas en las que se or-
ganiza territorialmente el Estado.

En este sentido, el profesor Aguiar con-
sidera posible restringir el artículo 23 a un
ius agendi, es decir, a un derecho a actuar
la participación en los asuntos públicos
«entendidos como actos investidos de fun-
ciones públicas».

En relación con esa idea, otro sector
doctrinal, en el que se encontrarían T. Font,
Sánchez Morón o López Guerra, considera
que la participación reconocida en el ar-
tículo 23 es única y exclusivamente la par-
ticipación estrictamente política. El Tribu-
nal Constitucional se ha inclinado por esta
concepción más restrictiva del precepto.

El apartado segundo del artículo 23, que
prevé el derecho de acceso a las funciones
y cargos públicos, sí tiene claros preceden-
tes en nuestro constitucionalismo histórico,

301



NOTICIA DE LIBROS

siendo el más inmediato el artículo 40 de la
Constitución de 1931. La peculiaridad de
este apartado radica en la constitucionali-
zación de dos ámbitos materiales: los car-
gos públicos representativos y la función
pública profesional de naturaleza estatuta-
ria. Aunque el TC ha incorporado la fun-
ción pública al derecho consagrado en el
artículo 23.2, igualmente ha reconocido la
heterogeneidad del precepto y ha conside-
rado diferentes los parámetros de enjuicia-
miento de las dos vertientes del derecho.
Mientras que el acceso a las funciones pú-
blicas ha de ponerse en relación con los
principios de mérito y capacidad del artícu-
lo 103.3 CE, el acceso a los cargos públi-
cos representativos ha de conectarse con
los principios de la soberanía popular, de-
mocrático y de pluralismo político, junto
con el primer apartado del artículo 23. En
relación con estos principios, los derechos
políticos vienen a constituir el fundamento
funcional de la democracia.

La profesora de Barcelona dedica el si-
guiente apartado del libro a la génesis del
artículo 23 en el proceso constituyente.
Con respecto al primer apartado, concluye
que la tramitación parlamentaria se orientó
a diseñar un modelo organizativo que in-
corporara la presencia directa de los ciuda-
danos en los asuntos públicos, corrigiendo
la dinámica de la democracia representati-
va. De la tramitación del artículo 23.2 se
puede deducir que bajo el concepto de car-
gos y funciones públicas se contemplaban
principalmente los cargos de naturaleza
política lato sensu, no identificados nece-
sariamente con los cargos representativos.
La autora estima necesario realizar una
«corrección de la unilateral perspectiva po-
lítica», conectando las expresiones «asun-
tos públicos» y «cargos públicos» con la
idea de poderes públicos en general.

La segunda parte del libro está dedicada
a la configuración constitucional del dere-
cho de acceso a las funciones y cargos pú-
blicos. Para ello, en primer lugar, se con-

creta el contenido del «derecho de acceso».
El TC ha entendido que el derecho a ser
elegible, como paso previo al derecho a ser
elegido, se incorpora en el ámbito del ar-
tículo 23.2. Igualmente ha considerado que
también garantiza el derecho a permanecer
en el cargo público.

Esther Martín sistematiza el complejo
contenido del derecho en dos núcleos, el
ius ad officium y el ius in officio, regidos
ambos por el principio de igualdad. Como
ha puesto de relieve la doctrina y la juris-
prudencia del TC, el derecho de acceso a
las funciones y cargos públicos constituye
una concreción del principio de igualdad
del artículo 14 CE.

Señala la autora cómo el principio de
igualdad se proyecta en un doble plano:
igualdad ante la ley e igualdad en la ley.
Ahora bien, el significado del principio de
igualdad tiene matices diferentes según ac-
túe en la vertiente del cargo público o en la
de la función pública.

En relación a los cargos públicos repre-
sentativos, la igualdad se proyecta tanto en
el ius ad officium como en el ius in officio.
En el primer caso, la igualdad supone
«igualdad de concurrencia entre opciones
diferentes», lo cual no implica la predeter-
minación de un sistema electoral. La fija-
ción de éste queda en manos del legislador
en concordancia con las previsiones cons-
titucionales. La CE opta por un sistema
proporcional, más como orientación que
como adopción de una fórmula proporcio-
nal en toda su pureza, admitiéndose la ne-
cesidad de mecanismos correctores, tales
como las barreras legales, orientadas a
conseguir aquella proporcionalidad.

Tras varios pronunciamientos al respec-
to, no será hasta la Sentencia 193/1989, de
16 de noviembre, cuando el TC se cuestio-
ne la existencia de barreras legales desde la
perspectiva de la igualdad en la ley. El Tri-
bunal fundará la legitimidad de tales medi-
das en la preservación de la funcionalidad
del sistema de gobierno, en impedir una
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fragmentación excesiva de la representa-
ción y en conseguir una eficacia y raciona-
lización del sistema parlamentario.

En el IMS in officio, la igualdad actúa co-
mo presupuesto y límite al ejercicio del de-
recho. En todo caso, no se podrá pretender
un trato igual para todos los representantes
con independencia de las opciones políti-
cas que expresen, ya que es esencial la dis-
tinción entre mayoría y minoría.

En relación a la función pública, Esther
Martín pone de manifiesto la vinculación
entre el artículo 23.2 y el 103.3 CE. El jue-
go del principio de igualdad junto a los de
mérito y capacidad implica que las reglas
para acceder a la función pública se esta-
blezcan en términos generales y abstractos
y que, además, se realicen pruebas públicas
de selección. Lo que pone en duda la auto-
ra es que pueda reconocerse un status fun-
cionarial protegible constitucionalmente
desde la perspectiva del artículo 23.2 CE.

El derecho reconocido en el artícu-
lo 23.2 es un derecho de configuración le-
gal, debiendo delimitar en primer término
la capacidad del legislador para configurar
el derecho. El legislador, aun gozando de
un amplio margen de libertad, debe respe-
tar la «prefiguración constitucional». Co-
mo ha señalado la doctrina más reciente, el
derecho material a la ocupación de un de-
terminado cargo o función no nace del pre-
cepto constitucional, sino de las normas le-
gales o reglamentarias que regulan en cada
caso el acceso a un concreto cargo o fun-
ción. Ahora bien, el legislador no podrá
establecer que no sean congruentes con la
naturaleza esencial del cargo o función pú-
blica configurada por la Constitución. La
profesora Martín subraya que el verdadero
problema de este derecho, como en todos
los de configuración legal, es la separación
entre el plano de la legalidad y el plano de
la constitucionalidad, entre el alcance de la
protección constitucional y la protección
ordinaria.

Asimismo, es preciso recordar que este

derecho tiene un doble carácter: es un dere-
cho subjetivo y, al mismo tiempo, un ele-
mento objetivo del sistema democrático.
La consideración del artículo 23.2 como
elemento objetivo supone una garantía del
derecho de los ciudadanos a participar en
los asuntos públicos al proteger, especial-
mente, la relevancia de éstos.

En segundo lugar, la característica de la
configuración legal del derecho va ligada a
la calificación del derecho como de natu-
raleza no sustantiva. La sustantividad se
debe buscar en la normativa que regule el
cargo público en cuestión. Además, la na-
turaleza no sustantiva del precepto deter-
mina que sobre el mismo no recaiga, de
forma absoluta, una reserva de ley, y me-
nos aún, de Ley Orgánica. Será la función
o cargo público concreto el que determine
el rango de la norma que lo ha de reglar.

La reserva de ley que establece el artícu-
lo 23.2 debe entenderse como una reserva
compleja, referida al bloque de legalidad:
ley y reglamentos. Este debilitamiento de
la exigencia de reserva de ley ex artícu-
lo 23.2 CE implica que la reserva de ley or-
dinaria del artículo 53.1 CE quede incorpo-
rada al artículo 23.2 CE.

La tercera parte del libro está dedicada
al régimen jurídico-constitucional de los
cargos públicos. La autora parte de la difi-
cultad de definir la noción «funciones y
cargos públicos». La STC 47/1990, de 20
de marzo, inició una depuración del ámbito
objetivo de la expresión «funciones y car-
gos públicos» al analizar el cargo de direc-
tor de centro público escolar, entendiendo
que el mismo se situaba en el ámbito del
artículo 23.2 CE. Sin embargo, la línea ju-
risprudencial mayoritaria ha conectado
siempre el cargo funcionarial con el artícu-
lo 103.3 CE y, concretamente, con los prin-
cipios de mérito y capacidad. Por tanto,
aunque de la Sentencia 47/1990 pudiera
desprenderse la existencia de un nuevo ám-
bito protegido bajo la expresión «funciones
y cargos públicos» diferente del cargo re-
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presentativo y de la función pública profe-
sional, sin embargo, esta línea jurispruden-
cial no ha encontrado continuidad.

Esther Martín hace referencia a distintas
posiciones doctrinales en torno al concepto
de cargo público. Así, Sánchez Morón,
desde una perspectiva orgánica o subjetiva,
considera cargos públicos los que se ejer-
cen en el ámbito de una institución u orga-
nización pública. E. Fossas considera que
las categorías protegidas por el artícu-
lo 23.2 son, únicamente, los cargos públi-
cos representativos y la función pública.

El TC ha puesto en relación el acceso a
los cargos públicos con el primer apartado
del artículo 23, identificando los ámbitos
de protección, el derecho de sufragio acti-
vo —artículo 23.1— con la consideración
del artículo 23.2 como configuración del
derecho electoral pasivo. La construcción
jurisprudencial del concepto de cargo pú-
blico representativo se produce a partir de
las Sentencias 5/1983 y 10/1983. El TC ha
conectado la participación representativa
con el acceso a los cargos públicos, rea-
lizando un análisis de las notas esenciales
de la representación política. El Tribunal
identifica la relación representativa con la
relación electiva, considerando la represen-
tación como el resultado del ejercicio por
parte de los ciudadanos del derecho a la
participación. Se rechaza la intromisión de
los partidos en la relación representativa,
siendo considerados estos como entidades
privadas aun cuando realicen funciones de
relevancia pública.

La conexión entre los dos apartados del
artículo 23 ha llevado a algún autor a con-
siderar que estamos ante un «derecho fun-
damental interactivo» o «reflejo», construi-
do sobre dos elementos: la representación
y el pluralismo político. El derecho del re-
presentante a ejercer la función para la que
ha sido elegido es un instrumento de garan-
tía del derecho de los ciudadanos a partici-
par en los asuntos públicos Asimismo, el
valor pluralismo político constituye un pa-

rámetro de constitucionalidad en la deter-
minación del status del representante.

La construcción del TC se limita a los
cargos representativos libremente elegidos
en elecciones periódicas. Esta especial le-
gitimidad es la que otorga al representante
individual un status diferenciado.

La autora analiza a continuación el ac-
ceso a los cargos representativos, diferen-
ciando el derecho a ser elegible del derecho
a ser elegido. El derecho a ser elegible exi-
girá para su actuación gozar de la capaci-
dad electoral pasiva y no estar incurso en
ninguna causa de inelegibilidad. La profe-
sora Martín hace un somero análisis de las
inelegibilidades previstas en la CE y en la
LOREG, así como de ciertas interpretacio-
nes extensivas realizadas por el TC en rela-
ción a las mismas.

Con respecto al acceso efectivo al cargo,
la autora analiza como requisitos las causas
de incompatibilidad y, más extensamente,
los pronunciamientos constitucionales en
relación al juramento o promesa de acata-
miento de la Constitución.

El status fundamental del representante
se configura normativamente por los res-
pectivos reglamentos parlamentarios y
comprende un haz de facultades y derechos
para la defensa del ius in officio protegido
ex artículo 23.2 CE. De este artículo deriva
una nota común a los diferentes cargos: la
existencia de un derecho reaccional para
defender el status legalmente configurado.
Fue la STC 161/1988 la que inició el pro-
ceso de determinación de dicho status. El
TC ha ido distinguiendo las facultades que
gozan de una dimensión constitucional de
aquellas otras cuya vulneración no com-
porta una lesión del artículo 23.2 CE.
Esther Martín hace referencia a la doctrina
de los interna corporis acta y a la vía pro-
cesal de protección del artículo 42 LOTC.
La autora señala cómo el TC ha intentado
configurar el contenido constitucional del
derecho a ejercer el cargo desde una pers-
pectiva activa: «Los representantes son los
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sujetos activos a cuyo través se manifiesta
el orden democrático de la comunidad.»

La última parte del libro está dedicada a
la posible inclusión en el ámbito del artícu-
lo 23.2 de los cargos representativos de
segundo grado. Con respecto al cargo de
alcalde, aunque una primera doctrina cons-
titucional consideró que no encontraba
protección en el artículo 23.2, una jurispru-
dencia más reciente lo considera plena-
mente aplicable. En relación a los senado-
res autonómicos, la autora se centra en los
problemas que plantea la vinculación de
los mismos a la asamblea designante, sobre
todo en lo que se refiere a la prohibición
del mandato imperativo. Los senadores
autonómicos son cargos públicos ex artícu-
lo 23.2 CE y si los respectivos Estatutos de
Autonomía y normas de desarrollo exigen
como requisito de acceso al cargo de sena-
dor la condición de parlamentario autonó-
mico, formará parte del status de este últi-
mo, protegible por el artículo 23.2 CE, el
derecho a ser elector y elegible. Los dipu-
tados provinciales han sido también inclui-
dos en el ámbito del artículo 23.2 por la ju-

risprudencia del TC, al adoptar éste una
concepción orgánica de la representación.
La autora concluye que el concepto de car-
go público representativo ha de tener pre-
sente dos elementos: la legitimación demo-
crática directa y la calificación ex
Constitutione del carácter representativo
del órgano.

Esther Martín finaliza su estudio con
unas breves referencias a otros cargos pú-
blicos electivos que pueden encontrar pro-
tección constitucional a través del artículo
23.2 CE. La conclusión general es que el
aspecto objetivo del derecho del artículo
23.2 prima sobre el aspecto subjetivo, «y
ello porque la relevancia de la función
otorga una mayor concreción que conlleva
una progresiva disminución de su conteni-
do en la medida en que el cargo se aleja de
la expresión de la voluntad popular (elec-
ciones de tercer y cuarto grado) y cuando
se trata del nombramiento de cargos en ins-
tituciones diferentes de las estrictamente
políticas».

Octavio Solazar Benítez

LOURDES LÓPEZ NIETO, RICHARD GILLESPIE y MICHAEL WALLER (eds.): Política faccional y

democratización, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1995,289 págs.

El tema de las facciones internas de los
partidos políticos normalmente sólo se ana-
liza de forma secundaria con respecto al de
la política partidista. Es norma común tratar
a los partidos como actores políticos, pero
solo de forma tangencial se analizan las dis-
tintas corrientes existentes en su interior y
la dinámica que se establece entre ellas. Sin
embargo, en muchos casos, la variable in-
terna de los partidos es la esencial para en-
tender su acción en el sistema político en su
conjunto y su relación con otros actores del
mismo. En los procesos de transición hacia
la democracia, este conocimiento se hace si
cabe más imprescindible por cuanto que la

dinámica interna de los partidos ya existen-
tes previamente pero que luchan por recom-
ponerse y adaptarse a la nueva situación po-
lítica, y de los partidos de nueva creación,
es una variable determinante del mismo
proceso de transición, al mismo nivel que
otras que, sin embargo, se han priorizado en
este tipo de análisis.

El libro que editan López Nieto, Gilles-
pie y Waller se orienta hacia esta tarea, la
de analizar el comportamiento faccional
de los partidos políticos en procesos de
transición en países de Europa del Sur, Eu-
ropa del Este y América Latina. Indican,
precisamente, esta ausencia de análisis sis-
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temáticos previos sobre el tema como uno
de los acicates para su edición. Esta ausen-
cia relativa de estudios sobre la política
faccional pone de manifiesto dos fenóme-
nos a los que los editores no son ajenos: la
dificultad para definir el fenómeno, ya que
diversas corrientes internas pueden ser
consideradas facciones o simplemente ten-
dencias; el otro, el carácter peyorativo del
término facción, que ha obstaculizado el
análisis de casos muy interesantes de diná-
mica política.

A la par que el libro aborda un objeto de
estudio muy interesante y relativamente
poco analizado, asume además un enfoque
comparativo sumamente valioso. Los ele-
mentos comunes a los tres grupos de países
en los que se centra es que todos ellos salen
de regímenes autoritarios (dictaduras de
derecha en el sur de Europa, autoritarismos
militares en Iberoamérica y monopolio
comunista en Europa central y oriental).
Además de este primer punto esencial, los
países tratados comparten otra serie de ca-
racterísticas que ameritan incluirlos en un
mismo volumen: estar en una posición pe-
riférica respecto a la democracia europea;
poseer sociedades civiles fuertes y próspe-
ras; que los procesos de democratización
se hayan conducido desde arriba; la inexis-
tencia de raíces partidistas fuertes en la so-
ciedad; el desarrollo de una intensa activi-
dad faccional en el momento de la
transición producto del proceso de consoli-
dación del nuevo sistema de partidos; y,
por último, la destrucción de la vida aso-
ciativa, sobre todo en los países del Este.

Los capítulos dedicados al análisis de la
política faccional en los países del sur de
Europa coinciden en destacar la importan-
cia de los partidos en los procesos de tran-
sición, de donde se puede inferir una im-
portancia, asimismo, de las facciones
existentes en su interior. Pridham destaca
que el faccionalismo refleja las dificultades
del ajuste de unas élites a la política demo-
crática y a un medio transformado, así co-

mo puede ser considerado expresión del
problema de la identidad partidista.

López Nieto y Gillespie analizan, res-
pectivamente, los casos de faccionalismo
en el centro-derecha y en la izquierda en
España. López Nieto indica la función que
tuvo el faccionalismo de los partidos de
derecha en el proceso de transición en tan-
to fue una forma de componer y conciliar,
en la línea del consenso que caracterizó a la
transición española. En el caso de los parti-
dos de izquierda, el faccionalismo surgió,
de acuerdo a Gillespie, por cuestiones de es-
trategia, como expresión de divisiones so-
ciales o de desacuerdos internacionales (ca-
so del PCE) o por cuestiones organizativas.

El caso de Portugal es analizado por
Corkill, que señala la función de integra-
ción que tuvo el faccionalismo para asegu-
rar la democracia incipiente. Sin embargo,
Portugal no es un ejemplo de amplio fac-
cionalismo, a pesar de lo reciente de la for-
mación de los partidos, sin experiencia pre-
via y con débiles estructuras organizativas,
con un sistema semipresidencialista que
genera conflictos en torno a las personali-
dades y un sistema de listas que también
podría haber explicado el surgimiento de
facciones dentro de los partidos. Sin em-
bargo, es interesante tener en cuenta la dis-
tinción que plantea entre los diferentes par-
tidos de acuerdo a la actitud que cada uno
de ellos presenta frente a las facciones o di-
sidencias internas, alentándolas e integrán-
dolas (el caso del PSD) o tratando de elimi-
narlas (caso del PS).

Ifantis analiza el PASOK en Grecia y el
impacto que tuvo el fenómeno del faccio-
nalismo interno en la evolución política del
PASOK en el contexto de democratiza-
ción. La línea divisoria entre las distintas
tendencias podría considerarse ideológica,
planteando conflictos por cuestiones orga-
nizativas. De acuerdo con Ifantis, es nece-
sario tener en cuenta tanto las característi-
cas tradicionales de la formación política y
social griega, marcada por el clientelismo,
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como el desarrollo del PASOK en el exilio
durante la dictadura o la personalidad ca-
rismática de Papandreu.

Para el conjunto de países latinoamerica-
nos, Alcántara establece una relación
entre el diseño institucional (el tipo de go-
bierno y el sistema electoral) y las estructu-
ras de partidos monolíticas y homogéneas.
En este sentido, seríala que el presidencia-
lismo y los sistemas electorales basados en
listas cerradas y bloqueadas han facilitado
las mentalidades de sumacero y las fuertes
disciplinas de partidos, evitando la forma-
ción de faccionalismos internos. La excep-
ción a este hecho podría ser el caso urugua-
yo, analizado por Crespo, donde un peculiar
sistema electoral, conocido como la «Ley
de Lemas», ha institucionalizado la existen-
cia de facciones interpartidistas en tanto
«lemas» o «sublemas», que podría dar lugar
a su caracterización como partidos en sí
mismos. El caso de República Dominicana,
que analiza Jiménez, o el chileno, analizado
por Del Campo, podrían ser otros ejemplos
de sistemas donde el faccionalismo ha de-
sempeñado un papel importante en tanto
obstáculo a una completa normalidad de-
mocrática con el fenómeno del secular fac-
cionalismo del Partido Socialista Chileno o
del Partido Revolucionario Dominicano.

El contexto de los países del Este es un
buen escenario para el estudio de las fac-
ciones partidistas. Estas pueden ser consi-
deradas expresión tanto de los procesos de
formación de nuevos partidos como de las
dificultades de los partidos comunistas mo-
nopólicos para adaptarse a un nuevo con-
texto pluralista. Estas tendencias serían
respuesta a dos concepciones de las faccio-
nes políticas, tal como plantea Lewis: las
facciones como agencias de democra-tiza-
ción, propia de la fase de predemo-
cratización y las facciones como expresión
del faccionalismo endémico en el cerrado
mundo político del sistema comunista. En
el capítulo dedicado al análisis de los parti-
dos polacos, Lewis señala que las faccio-

nes son expresión de la fragmentación po-
lítica, de la fluidez institucional, de la riva-
lidad personal y de la tendencia hacia la in-
madurez del sistema.

Lomax analiza el caso húngaro y el pro-
ceso según el cual las facciones dentro de
los partidos viejos dieron lugar al surgi-
miento de los nuevos partidos. A pesar de
que a primera vista parece que las facciones
constituyen una amenaza para la consolida-
ción democrática en Hungría, señala que los
partidos han triunfado sobre las facciones a
tenor del hecho de que todos acudieron co-
hesionados a las elecciones de 1994. Ko-
pecky analiza el faccionalismo en los parti-
dos parlamentarios checos. Apunta que ha
sido una característica típica de la transición
democrática checa la aparición de faccio-
nes, subgrupos y camarillas personales, de
lo que resulta un panorama en el que todos
los partidos checos presentan cierto nivel de
inestabilidad. Se puede constatar una menor
fragmentación entre las opciones de dere-
cha, explicable por la cohesión que otorga
el acceso al poder y la reducción de conflic-
tos que ello supone. Por último, Waller trata
el proceso de formación de partidos búlga-
ros y el papel que las facciones desempeña-
ron en el mismo. Este proceso a su juicio se
ha encontrado marcado por cinco focos en
torno a los cuales centra su análisis: la exis-
tencia del Partido Socialista Búlgaro, de la
Unión de Fuerzas Democráticas, de la mi-
noría turca en Bulgaria, la tradición política
agraria y la polarización entre los dos prin-
cipales partidos. Destaca la dificultad para
distinguir una categoría clara de facciones
partidistas en un contexto transicional mar-
cado por la existencia de diversas formas de
combinación y agregación que tienden ha-
cia la formación de un sistema de partidos.

En definitiva, lo que todos estos varia-
dos estudios de caso ponen de manifiesto,
tal como concluyen los editores, es la difi-
cultad para definir lo que se consideran
facciones, y distinguirlas de lo que son par-
tidos políticos en formación. Asimismo, el
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análisis comparativo indica la necesidad de
tener en cuenta tanto la naturaleza del régi-
men previo en tanto contexto del desarrollo
de las facciones como las consecuencias
que tienen las mismas para el naciente sis-
tema político. Enfatizan, por último, en los
factores culturales y en los institucionales,
fundamentalmente en lo que se refiere al

sistema electoral como elemento explicati-
vo de la existencia de facciones. En suma,
este esfuerzo por analizar el faccionalismo
descubre un campo lleno de matices para
explicar tanto los procesos transicionales
como las resultantes democracias.

Marisa Ramos

IGNACIO SOSA ALVAREZ: Ensayo sobre el discurso político mexicano, Ed. Porrúa, México
D.F., 1994.

Es imposible entender este libro si no
pensamos en el momento histórico que vi-
ve México y en el intento de su autor por
rescatar un viejo tema de la filosofía políti-
ca: el derecho a la desobediencia.

No es coincidencia que se revisen temas
como la legitimidad del discurso político
en un momento de quiebre de la misma;
desde principios del año 1994 México está
viviendo un parteaguas en su historia, el
partido que gobierna el país desde hace
seis décadas está viendo cuestionada su
permanencia (en el poder) y el derecho a la
misma: el caso Colosio, Ruiz Massieu,
Chiapas, la devaluación de la moneda, etc.,
son sólo ejemplos del desgaste de un mo-
delo que, desde la Revolución mexicana,
venía funcionando con una eficacia poco
cuestionada.

Tratar el discurso político implica ha-
blar de la relación que se establece entre
gobernantes y gobernados y de la forma en
que aquellos que emiten el discurso preten-
den hacerlo llegar; desde los primeros
tiempos de la filosofía política se pensó el
contrato social como una «cesión» que los
ciudadanos hacen de su poder a los gober-
nantes, reservándose el derecho a la deso-
bediencia en caso de que éstos no cumplan
las tareas para las que han sido encomen-
dados.

¿Qué pretende Sosa con este libro aquí y
ahora? No otra cosa sino desvelar que pre-

supuestos e intenciones subyacen a la so-
cialización (vía la educación) en un discur-
so que se presenta garante de un orden con-
flictivo.

¿Qué sucede cuando la realidad no se
comporta como el discurso afirma?, cuando
el individuo, el mexicano, no puede dejar
de constatarla «cómo puede dejar de valo-
rar las deficiencias de su entorno social (...)
cuando advierte la distancia que separa la
propuesta del discurso en el que fue educa-
do con su experiencia cotidiana» (pág. 24),
ésta es una de las preguntas que mueven a
este libro, cuáles son los espacios de que
dispone el ciudadano mexicano para mos-
trar su descontento, su inconformidad con
el estado de las cosas y de qué capacidades
dispone para hacerlo. Cuando el discurso
oficial invade casi todos los órdenes de
la vida social, ¿qué lugar le cabe a la
rebeldía?

Haciendo un recorrido por los instru-
mentos de que se vale el discurso político
para su legitimación, Sosa encuentra que
éste mantiene una doble tensión: por una
parte, se afirma el orden como derivado de
la ley natural, divina e inmutable, en virtud
de lo cual el estado de las cosas es justifi-
cado por la fuerza misma de lo real; pero,
por otra, el imaginario colectivo y el dis-
curso mismo está plagado de apelaciones a
la violencia, la historia de México no ha si-
do siempre así, es fruto de luchas, derrotas
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y victorias que lo han ido conformando tal
y como es hoy día.

Cuando estas dos interpretaciones del
origen del orden conviven en el seno de
una sociedad, es posible que debiliten el
mismo, amenazando con poner en peligro
las fuerzas que mantienen cohesionada a
esa sociedad. ¿Cuáles son estas ideas de
cohesión social?

Sosa identifica un mecanismo funda-
mental, «la coerción que se basa en la insti-
tucionalización del Derecho y su expresión
en leyes» (pág. 52) destinado a castigar to-
do intento de salirse de lo establecido; a su
vez, las fuerzas de cohesión tienen un ori-
gen externo e interno, el elemento que ope-
ra desde fuera es el enemigo exterior, en
efecto, para Sosa no hay fuerza de agluti-
nación más eficaz que la amenaza a la pa-
tria por el extranjero, este peligro fomenta
la sensación de pertenencia, de unidad
frente al obviamente otro; por otra parte, el
elemento interno consta de tres factores pa-
ra mantener la solidaridad y la unidad, a sa-
ber, para los iguales se fomentan los valo-
res de lealtad y cooperación, para los
desiguales, la obediencia, y para ambos, el
discurso emplea la religión y el nacionalis-
mo, valores que han demostrado su efica-
cia por encima de toda coyuntura espacio-
temporal.

El discurso político, bajo esta determi-
nación, ha de poder ser universalizado y
para ello la socialización es el elemento
imprescindible, para el autor aquí radica la
importancia que se le concede a la misma,
principalmente en las edades más tempra-
nas o formativas.

Hay, sin embargo, dos situaciones para-
digmáticas en que el discurso político se ve
obligado a transformarse, la dictadura o «la
fuerza de la sinrazón» y la revolución o «la
fuerza de la razón», lo que diferencia a am-
bos momentos son los motivos aducidos
para la ruptura del Estado de Derecho, a sa-
ber, mientras que en una dictadura apare-
cen como evidentes los intereses de unos

pocos sobre el total de la población, la re-
volución apela, sin embargo, a la totalidad
del pueblo convertido en nación para llevar
a cabo una ruptura de los valores estableci-
dos a fin de dar paso al «hombre nuevo», a
la sociedad por venir que implica una reno-
vación de los fundamentos en que se basa-
ba el antiguo régimen y la construcción de
un nuevo orden social,

Sin embargo, la forma que ha «triunfa-
do» para lograr la convivencia social no ha
sido ni la dictadura ni la revolución, sino la
democracia. Esta se presenta como la ma-
nera óptima de mediar entre dirigentes y
dirigidos, unidos en la búsqueda del bien
común mediante un sistema que no preten-
de haber diluido el conflicto, sino haberlo
codificado de una forma novedosa, la de-
mocracia es la manera de vivir con él y
en él.

El discurso político contemporáneo que
se inició con la defensa de la opción revo-
lucionaria, se plantea en estos momentos la
afirmación de que «el sistema democrático
es la única garantía para evitarla» (pág. 58)
y aquí entra Sosa en el argumento, a mi pa-
recer, central del libro, ¿es ésta la única y
última manera de convivencia social, apli-
cable a todos los pueblos sean cuales sean
sus peculiaridades y circunstancias histó-
ricas?

El advenimiento del discurso político
contemporáneo como el discurso democrá-
tico supone la irrupción de un orden nuevo
frente al orden tradicional, por contraposi-
ción a él la democracia es el imperio de la
igualdad entre los hombres, el ámbito de lo
racional, lo legal y lo científico que no tie-
ne vuelta atrás; el discurso contemporáneo
atribuye al orden tradicional todo lo que no
quiere para sí, la irracionalidad, la frag-
mentación y el inmovilismo; el debate ra-
dica en el tránsito de las sociedades tradi-
cionales al estadio de modernidad que
implica la vigencia de un orden democráti-
co, ¿cómo se produce este tránsito? A par-
tir de este momento Sosa despliega una
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argumentación en torno al cambio que me-
rece ser reseñada: en el discurso político
de las sociedades democráticas parece ha-
berse olvidado que los logros de que ahora
gozan son fruto de revoluciones y no de
tránsitos pacíficos, que al orden democráti-
co no se llegó en democracia, no está de
más recordar que fue a través de tres revo-
luciones que se gestó el mundo contempo-
ráneo occidental: las revoluciones en In-
glaterra, Francia y los Estados Unidos
convulsionaron al mundo y sirvieron de
modelo a aquellos países que no habían
transitado todavía estos «caminos de li-
bertad».

Este mismo discurso sugiere hoy que, si
bien sus caminos fueron revolucionarios,
esta vía ya se agotó. ¿Qué ocurre, se pre-
gunta Sosa, con aquellos pueblos que han
seguido desarrollos históricos diferentes?

No es la primera ocasión en que se plan-
tea, para América Latina, la disyuntiva de
seguir los pasos de Occidente o desviarse
del devenir histórico, concebido de una
forma lineal.

En efecto, las revoluciones que trasfor-
maron el mundo occidental trasformaron
también las causas que las originaron, pe-
ro ocurre que cuando éstas no han sido al-
teradas «el pueblo aún conjuga en presen-
te el anhelo de cambio» (pág. 73) no
puede, en suma, trasplantarse un modelo
de una realidad a otra completamente dis-
tinta sin que el mismo modelo se vea des-
virtuado; así el discurso político democrá-
tico corre el riesgo de no ofrecer el
camino, sino el punto de llegada: para que
una sociedad sea moderna y democrática
es necesario que sea moderna y democrá-
tica y así sucesivamente.

Un nuevo ideario cívico ha suplantado a
la opción revolucionaria, los Derechos Hu-
manos son el credo, hoy, de casi todos los
países, tengan éstos o no las garantías de su
cumplimiento; este ideario viene, para So-
sa, a conjugar la tradicional oposición entre
gobernantes y gobernados bajo un nuevo

código, la delimitación del conflicto por la
vía de la legalidad.

La igualdad entre los hombres es algo da-
do, umversalmente establecido pero sólo po-
tencialmente cumplido pues aunque «exis-
te una convención de los Derechos Huma-
nos, existe una legislación, empero su in-
cumplimiento no significa que exista una
penalidad» (pág. 82).

El objetivo del libro no es otro sino la
defensa de las diferentes vías que llevan al
establecimiento de una sociedad más justa,
igualitaria y democrática, Sosa parece estar
recomendando en este libro, principalmen-
te a los intelectuales occidentales, que no
perdamos la memoria histórica, so pena de
convertir los ideales democráticos en un
recetario paternalista que categorice a los
pueblos por su capacidad y competencia a
la hora de decidir sus gobiernos.

Por último, nos encontramos con un aná-
lisis del discurso político mexicano desglo-
sado en dos épocas: desde la Independen-
cia al fin del Porfiriato (liberal) y desde el
inicio de la Revolución mexicana a nues-
tros días (nacionalismo revolucionario) en-
contrando en ellos elementos que permiten
identificarlos con sus orígenes en el discur-
so colonial. En el transcurso del argumento
Sosa afirma por una parte, la aceptabilidad
del discurso de la Corona por parte de la
sociedad y por otra, que ésta se debió a la
preexistencia de una racionalidad econó-
mica fundada en la explotación del indíge-
na, así las cosas, los españoles disputaron
el derecho sobre los indígenas primero con
los propios gobernantes y después con los
criollos. Al lector español sin duda le re-
sultará interesante una revisión tal de la
historia común donde la clave no es la di-
cotomía buenos-malos sino gobernantes y
gobernados.

La herencia de la colonia intentó, afirma
Sosa, ser erradicada en el discurso liberal,
así como éste se creyó superado en el dis-
curso nacional revolucionario, pero ambos
quedaron marcados desde la Independen-
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cia por la reivindicación de lo nacional co-
mo lo nativo; sin duda alguna ambos nega-
ron la desigualdad del indígena, piedra an-
gular del discurso colonial, pero no han
podido justificar la desigualdad de facto
que sufre esta población desde los albores
de la Independencia a nuestros días.

El discurso liberal y posteriormente el
nacional revolucionario se han dado a la ta-
rea de completar una identidad nacional
que pudiera suplir al vacío que dejó la co-
lonia, a la construcción de mitos que sirvie-
ran para identificar a los ciudadanos con la
nación, con la patria y finalmente con el
gobierno; el discurso nacional revoluciona-
rio, por su parte, adueñándose de la historia
nacional, de sus héroes, victorias y derrotas
la ha reescrito desde un punto de vista ge-
nético que culmina en la mayoría de edad
que supuso la Revolución mexicana, ancla-
da en los valores de igualdad, libertad y so-
bre todo, unidad.

Este discurso es el que ha pervivido has-
ta nuestros días con una fuerza que sólo
ahora comienza a quebrarse, ahora que se
ha hecho más que evidente la desigualdad
y la falta de garantías y libertades para la
población.

Contextualizando la argumentación que
hemos venido comentando, Sosa se pre-
gunta por la urgencia de la revisión del sen-
tido de la democracia en un país en que és-
ta fue adoptada por el discurso pero no por
los actos de sus gobernantes; si bien la
Constitución mexicana se precia de ser una
de las más avanzadas, la práctica real de
sus gobiernos ha mostrado la dificultad de
implantación de un código sin base en la

conciencia y en los hábitos cotidianos de su
población y de sus gobernantes; la existen-
cia y funcionamiento de reglas informales
atravesando casi todos los órdenes de la vi-
da social vienen a confirmar la poca con-
fianza de la población en un Estado de
Derecho que se afirma pero que no se en-
cuentra enraizado en ella.

Una vez más el argumento va dirigido
contra la adopción de códigos homogenei-
zantes que no tienen razón de ser en con-
textos donde el código mismo es implanta-
do por la fuerza y no sustentado en el
consenso que le dio origen; los Derechos
Humanos, la Constitución, no pueden estar
garantizados por decreto, ni por la voluntad
formal de los gobiernos, es preciso que el
conjunto de la sociedad se dé a la tarea,
inevitable en el ejercicio democrático, de
controlar a los controladores, de asumir sus
responsabilidades como agente social; el
conjunto de las leyes no tiene valor sin una
práctica que las haga vivir y sin una socie-
dad que vele por su cumplimiento.

Una revisión del sentido de la democra-
cia parece lectura obligada para todo aquel
que esté interesado en el correcto funciona-
miento de la empresa en que todos esta-
mos, inevitablemente, inmersos; este libro
posee, además, la virtud de acercarnos a un
mundo y a un discurso que no puede resul-
tarnos ajeno, no sólo por razones históricas
sino porque el cuestionamiento acerca del
Estado de Derecho en cualquier país debie-
ra poner «en guardia» a todos aquellos que
lo avalan.

Sofía Rojo Arias

G. FERNÁNDEZ DE LA MORA: RÍO arriba. Memorias, Barcelona, 1995, 360 págs.

Dado el papel desempeñado por el autor
en la reciente historia española, podría es-
perarse que sus recuerdos se centraran en
los aspectos políticos de su biografía. No
es así. Su pluma ha optado por reconstruir

preferentemente los caminos intelectuales
recorridos por Fernández de la Mora en
una vida signada en diversos planos y, muy
especialmente, en el cultural, por la preco-
cidad. Claro es que al constituir uno de los
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especímenes más arquetípicos de esa figu-
ra tan española del intelectual-político, el
deslinde entre una y otra vertiente se hace a
menudo difícil y siempre embarazoso. Las
páginas del libro lo patentizan con asaz fre-
cuencia; sospechando en ocasiones sus lec-
tores que el autor ha puesto su grano de
arena para que esta mixtura sea lo más ro-
busta y densa.

Pese a todo, como decimos, la decanta-
ción de los gustos y orientaciones expresa-
dos en la obra se alabea en todo momento a
favor del ancho y rico campo de la literatu-
ra y del pensamiento. En uno y otro las me-
tas propuestas por el autor son alcanzadas
plenamente, sobre todo en el primero. Los
aciertos descriptivos menudean en el texto
tanto al rememorar episodios de la niñez y
mocedad como al narrar impresiones, esta-
dos de ánimo e incluso percepciones físi-
cas de la adultez, a la manera del infarto
padecido por el autor y que éste reconstru-
ye con la precisión de la mejor ficha médi-
ca y la técnica puntillista más alquitarada
desde el punto de vista estilístico. Muestras
varias: escenas estudiantiles —años esco-
lares en el madrileño colegio de El Pilar;
bachilleriles, en diversos establecimientos
jesuíticos de la Galicia costera—, llenas de
plasticidad y belleza, sólo afeadas de vez
en cuando por pasajes como los siguientes:
«Al anochecer regresábamos (del colegio)
en grupo para protegernos de las bandas de
golfos que acampaban en un solar de Prín-
cipe de Vergara. Eran bestezuelas rencoro-
sas que nos apedreaban gritando: "¡A por
los señoritos maricas!"» (pág. 28); viñetas
coloristas de los duros tiempos de la pos-
guerra —escapadas nocturnas a la Babilo-
nia turolense de un capitán temerario y un
pundonoroso alférez...—; vivas estampas
de instituciones y organismos, patinadas
por el recuerdo —palacio de Santa Cruz,
Escuela Diplomática— o la ensoñación
—Real Academia de Ciencias Morales y
Políticas—; abundosa galería de retratos,
trazados al pastel unas veces y con vitriolo
otras, debiéndose destacar la pintura de Or-

tega ya dibujado en su primer libro (Ortega
y el 98, Madrid, 1961), pero ampliado aho-
ra en la obra reseñada; y paisajes y geogra-
fías... A tono con su condición de diplomá-
tico y de viajero acezante, las visiones de
algunas ciudades son percutientes y corro-
boran los mil registros de una pluma tan lá-
bil como dotada (¿no resulta, sin embargo,
la imagen de La Paz una de las urbes del
mundo hispano más pletóricas de fuerza y
sugestión, algo apagada...?).

El mundo del pensamiento, el comercio
y las peripecias del autor con las ideas de su
tiempo y las prevalentes en la filosofía occi-
dental, singularmente, el aristotelismo, se
revelará en consonancia con lo ya indicado
como una de las columnas principales del
esfuerzo memorialista del autor de El cre-
púsculo de las ideologías. El imperio del
logos, su primacía sobre cualquier praxis,
ha ocupado las horas más importantes y nu-
merosas del meditar de Fernández de la
Mora, que consagra en este libro buena par-
te de su contenido a explicitar su iter filosó-
fico, presidido en la centuria actual y en los
lares hispanos por el dios mayor de Zubiri,
que se recorta en las memorias como altura
envidiable y admirable del pensamiento
hispano, cubierta de adjetivos enaltecedo-
res por una pluma muy avara de ellos.

La futura historia del conservadurismo
hispano del siglo xx tendrá en Fernández
de la Mora uno de sus representantes más
notables. Consciente de ello, éste propor-
ciona en su libro documentación y claves
para los investigadores del porvenir. Este
es, conforme se advertirá fácilmente, uno
de los extremos en que con mayor pacien-
cia se descubre el solapamiento del intelec-
tual y el político a que antes aludíamos.
Bien que el autor haga reiteradas y retóri-
cas protestas del rechazo de la opción pú-
blica en beneficio del quehacer científico
en varias encrucijadas de su existencia, es
lo cierto que ésta se comprende en no po-
cos segmentos a través y desde una firme y
sostenida vocación por los negocios tem-
porales. La presencia y la preocupación del
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mundo del espíritu en la andadura política
del autor se manifestará, eso sí, en que esta
última descansó sobre un cuerpo doctrinal
bien implementado, proyectándola en un
horizonte histórico, más allá de la mera cir-
cunstancia o del oportunismo.

Tal marco consistió, según es bien sabi-
do, en un franquismo visualizado como
uno de los grandes períodos de la existen-
cia nacional, comparable al de los Reyes
Católicos y al de la España imperial. Lo
que la primera dictadura del novecientos
dejó apuntado, la segunda lo llevaría a su
culmen. Desarrollo espectacular, paz social
y crecimiento educativo nunca conocido
hasta entonces en los anales de la contem-
poraneidad nacional fue el trípode sobre el
que se alzó una etapa áurea a los ojos de
quien durante un trienio rigiera —abril
1970-diciembre 1973—, tras otro abogado,
Federico Silva, la cartera de Obras Públi-
cas, gestión, por cierto, reconstruida meti-
culosamente en la obra glosada. «Los Re-
yes Católicos protagonizaron la unidad
nacional, Carlos V el Imperio y Franco la
revolución industrial y social, es decir, el
desarrollo económico y la transformación
de la mayor parte del proletariado en clases
medias. No sólo no reniego, sino que me
enorgullezco de haber participado en esa
obra, y de haber pertenecido al Gobierno
que alcanzó la que hasta entonces era la
más alta cota de bienestar social, un nivel
que, luego, tardaría más de una década en
recuperarse» (pág. 189).

Adentrados ya en este último terreno,
convendrá señalar que algunas de las pági-
nas más vigorosas de las memorias reprodu-
cen otras ya aparecidas en diversos trabajos
y monografía acerca de dicha etapa. Así,
v. gr., su interesante y muy extensa sem-
blanza de Franco o los caracteres esenciales
de su mandato vieron la luz con anteriori-
dad (Franco visto por sus ministros, Barce-
lona, 1981, págs. 290-298, o Franco y su
época, Madrid, 1993, págs. 66 y sigs., am-
bos libros colectivos); al igual que ocurre

con otros parágrafos y juicios acerca del ac-
tual período democrático que, en numero-
sos aspectos, se ofrecen al autor como una
auténtica eversión de España y su legado
histórico.

Pese a ello, el escalpelo del curioso lec-
tor podrá aún recoger buenas piezas en
unas memorias que si defraudan en algún
punto se deberá a su brevedad y a la omi-
sión de tractos y travesías cuyo relato ha-
bría sido sin duda ameno, así como prove-
choso para el perfil acabado del autor. Los
episodios iniciales de la transición son qui-
zá los más novedosos y sugerentes del aná-
lisis que de la política contemporánea hace
el autor. Su ocasional comentarista no va a
insistir, por una mínima y obligada elegan-
cia, en las apuntaciones hechas en una de
sus obras a la materia que ahora nos ocupa
en los recuerdos reseñados. Considerada en
esencia por Fernández de la Mora como un
desmantelamiento alevoso del viejo régi-
men, los actores y protagonistas principa-
les comparecerán acusados en su mayor
parte de debilidad o traición, pagada ésta
algunas veces al modo romano. «Torcuato
(Fernández Miranda) se arrepintió de haber
abierto la caja de Pandora. Apenas tres me-
ses antes de su desaparición repentina fui a
visitarle en su domicilio, donde lo encontré
extremadamente crítico ante el curso de los
acontecimientos, y con el ánimo muy de-
primido. Como consideró que no podía
volver a su cátedra, solicitó un cargo digno,
que no le fue concedido. José María de
Oriol y otros amigos le resolvieron el acu-
ciante problema vital. Pero, sobre todo, el
ducado y el Toisón no le habían compensa-
do de la profunda decepción política. Le
preocupaban especialmente la crisis de la
unidad nacional, la reapertura de la con-
frontación de la guerra civil y, en general,
el deterioro moral de la sociedad española.
Su opinión sobre el Gobierno era impetuo-
samente adversa. Era poco sensible a las
dimensiones económicas. Tras su larga y
negativa exposición, le pregunté:

—¿Y por qué no hablas con Adolfo?
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Casi sin dejarme terminar, identificó a
su antiguo delfín con una especie zoológi-
ca de charcutería, que dejo innominada,
pues detesto los vocablos malsonantes.
Y añadí:

—Entonces, ¿por qué no visitas al rey
para reparar daños y replantear el proceso?

—Porque no me recibe.
—Me asombras. ¿Es que has tenido al-

gún enfrentamiento?-
—No exactamente. Es que ya no tengo

nada que ofrecerle.
Se emocionó al pronunciar tales pala-

bras. Cambié de tema. Le pregunté por su
trabajo, y me anunció que iba a escribir sus
memorias.

—Eres un testigo de excepción, y serán
un éxito.

—En cualquier caso, no lo veré, porque
serían postumas» (págs. 270-271).

Otro testimonio revelador o sugerente
de una persona también fallecida y actor de
primer plano de la política española en los
años a que nos referimos, será tal vez opor-
tuno reproducirlo, por su enjundia, casi en
su integridad.

«Coincidí tiempo después, en el Club Si-
glo XXI, con Arias, que se proponía asistir
a una conferencia de Fraga, y le pregunté
por qué había accedido a dimitir en vez de
apelar a la Ley Orgánica que requería el
dictamen favorable del Consejo del Reino,
el cual, muy probablemente, no habría
informado a favor de la destitución anti-
cipada.

—Estaba harto de jugar al ratón y al
gato sobre lo esencial que era la liquida-
ción del Estado del 18 de Julio y el cumpli-
miento de un pacto entre la Corona y las
izquierdas europeas, incluido el dictador
rumano Ceaucescu. Cuando comprobé que
las Fuerzas Armadas no acababan de acla-
rar su posición, decidí abandonar.

Tras un breve silencio, añadió:
—Había además, la tabarra de la maso-

nería que yo tenía casi olvidada.
—Por ejemplo —le dije.
—Pues, un ejemplo. Cuando yo era di-

rector general de Seguridad, entre nuestros
informadores figuraba un oficial de infan-
tería excedente, un tal Gutiérrez Mellado,
que nos suministraba periódicamente noti-
cias sobre las actividades clandestinas de
los comunistas. Por cierto, que tardíamente
averigüé que los mismos documentos se
los facilitaba al Estado Mayor. Un día qui-
so verme para hacerme entrega de algo que
afirmaba ser sumamente confidencial. Fi-
nalmente accedí a recibirle y me entregó
una lista manuscrita de altos mandos mili-
tares supuestamente afiliados a logias. Se
la trasladé al ministro Alonso Vega, quien
se la presentó a Franco. El generalísimo,
después de leerla, dijo: "Ni son todos los
que están, ni están todos los que son."
Y pasó a otro asunto. Me sorprendió el re-
lato de tal displicencia. Pasaron años y, en
uno de mis primeros despachos con el re-
cién proclamado rey, me pidió que le lleva-
ra esa nota manuscrita de la que nunca le
había hablado. Me asombró que conociera
la existencia de tan rancio y reservado pa-
pel. No tuve tiempo de buscarlo, y en el si-
guiente despacho me lo reclamó de nuevo.
Me excusé. La escena se repitió dos sema-
nas después, y entonces don Juan Carlos
sacó del bolsillo una bolsita de pasas y,
dándomela, sentenció: "Son muy buenas
para la memoria." Comprendí que su inte-
rés era muy serio. Localicé el documento y
se lo entregué una quincena más tarde. No
recuerdo si se lo guardó o lo destruyó de-
lante de mí. Conservo una fotocopia. Los
cofrades se han despertado y son infatiga-
bles. Ahora sospecho que en mi gobierno
se me filtró alguno.

Como globo sonda le di el nombre de
Pío Cabanillas, y sonrió.

—Deberías pensar en tus memorias.
—No soy escritor y, además, de muchas

cosas prefiero no acordarme.
Esto último no me convenció porque los

recuerdos pueden ser alternados con piado-
sos silencios. Es maravilloso que los confe-
sores no puedan contar lo que han oído»
(págs. 257-258).
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No se agotan con los expuestos los testi-
monios y juicios que, acerca de la transi-
ción, cabe espigar en los recuerdos glosa-
dos; pero con los transcritos bastará acaso
para incitar la lectura de los parágrafos que
acotan el tema en el libro del pugnaz autor.
No obstante, su criptología y sinuosa tra-
yectoria, tales páginas se convierten a me-
nudo en fuente de indudable valía para una
historia sine ira et cum studio de la transi-
ción española.

Igual ocurre, repetiremos, para otros
muchos capítulos del pasado más reciente.
La vida periodística de mediados de la cen-
turia se enriquecerá, cuando sea objeto de
estudio riguroso, con el acopio de los datos
aportados en las páginas de los recuerdos
de quien fuera uno de los factótums del
diario ABC a lo largo de un tercio de siglo.
La evolución de la diplomacia española
desde la posguerra mundial hasta los pri-
meros signos de la Detente allegará de
modo semejante buenas piezas en las me-
morias de un hombre identificado, no obs-
tante, sus reticencias y críticas, con la ca-
rriére. Incluso la historia de nuestras
finanzas contemporáneas verá acrecentado
el conocimiento de algunos de sus motores
con la consulta de esta obra, muy parca,
empero, en la descripción de un elemento
básico de la vida española de nuestro tiem-
po del que el autor es experto bien que se
muestre muy modesto y recatado al tratar
su faceta de hombre de negocios. Y hasta
los peritos en las artes suntuarias de nuestra
época hallarán motivo de gozo o ensancha-
miento de su saber con la morosa recons-
trucción de las andanzas y aventuras del
autor por todos los museos y mercados del
ancho mundo.

Pluma acribiosa, los duendes de la im-
prenta le juegan a veces malas pasadas, a la
manera de lo acaecido en las páginas 251 o
268, donde se adelantan hechos acaecidos
un año y un bienio posterior, respectiva-
mente, o cuando se trastocan, con muy po-
cos párrafos de separación, las fechas de
1948 y 1949 (págs. 72, 75 y 78).

No a la erroneidad propia o ajena, sino a
cierta lejanía de la situación actual de algu-
na rama historiográfica —por lo demás,
muy explicable y comprensible— cabe
atribuir, empero, el enfoque de la última
posición política de la egregia figura de
don Gregorio Marañón. Coincidiendo ad
integrum con el autor en que estamos en
presencia de una de las escasas personali-
dades suprapartidistas de nuestros avatares
contemporáneos, no puede, sin embargo,
acompañársele en su pretensión de hacerle
rectificar buena parte de sus posturas de li-
beral histórico. La correspondencia con
Indalecio Prieto del eximio galeno y en-
sayista disuade de lo contrario. A mayor
abundamiento en un libro en el que Fernán-
dez de la Mora es muy citado, casi siempre
de modo superficial o aleve —los Cuader-
nos de Velintonia, Conversaciones con
Vicente Aleixandre, de José Luis Cano
(Barcelona, 1986)— se hallará copia de ar-
gumentos probatorios de ello.

Estos recuerdos nos hacen retornar a la
mejor tradición memoriógrafa española al
demostrar que es posible la reconciliación
de la belleza con el interés. Parcos, cautos o
medrosos, ¿y acaso también piadosos pese a
su acidez?, exigen, sin duda, una segunda
entrega de lo mucho silenciado por su autor.

José Manuel Cuenca Toribio
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47 Congreso de la Comisión Internacional
para el estudio de la historia de las Instituciones

representativas y parlamentarias

Sede del Congreso: Juntas Generales de Bizkaia
Bilbao-Gernika, 2 al 6 de septiembre de 1997

Entidades organizadoras:
Departamento de Historia Contemporánea de la UPV-EHU
y Bizkaiko Batzar Nagusiak - Juntas Generales de Bizkaia

Las ponencias marco serán:

Balance historiográfico de la historia de las instituciones parlamen-
tarias, JOHN ROGISTER (University of Durham).

Cambio y continuidad de las instituciones representativas del Antiguo
Régimen en los nuevos sistemas parlamentarios de la contempora-
neidad, BARTOLOMÉ CLAVERO (Universidad de Sevilla) (sin con-
firmar).

La montaña de los Pirineos: instituciones representativas y represen-
tación, MICHEL PÉRONNET (Université de Montpellier-3).

Relación entre el Legislativo y el Ejecutivo: Parlamento y control del
Gobierno en perspectiva histórica, M.a SOFÍA CORCIULO (Univer-
sitá La Sapienza de Roma).

La articulación de los distintos parlamentos, su relación interinstitu-
cional y sus funciones en las uniones políticas complejas: Unión
Europea, Estados Unidos, Mercosur, etc., ALLAN F. TATHAM (Páz-
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PRESENTACIÓN

INTRODUCCIÓN

JORGE GRANDI: LOS siete desafios y los siete déficit de la integración para América Latina.

SITUACIÓN ACTUAL DE LOS ESQUEMAS PRINCIPALES

FRANCISCO BATALLER: Sombrasy luces de ayer y de hoy en la integración latinoamericana.
ALDO FERRER: Mercosur: trayectoria, situación actual y perspectivas.
GERMÁNICO SALGADO: El Grupo Andino: entre dos concepciones de la integración eco-

nómica.
SYLVIA SABORIO: Centroamérica 2000: el reto de la internacionalización.

DESAFÍOS PARA LA INTEGRACIÓN REGIONAL

JOSÉ MANUEL QUIJANO: Prioridades y opciones para la integración latinoamericana.
JOERG FAUST y MANFRED MOLS: Integración latinoamericana: ¿compatibilidad o diver-

gencia?
EDUARDO GANA: Enfoques de cooperación macroeconómica en el ámbito de la integra-

ción en América Latina.
BORIS CORNEJO: Integración regional y políticas sociales.
VERA MARÍA CANDÓ y SUSANA SOCAVINO: Integración latinoamericana y cultura.
PETER SIDERMAN: La política comunitaria frente a la integración latinoamericana: ten-

dencias históricas y nuevas pautas.
JEAN CRUGEL: Implicaciones del TLC para América Latina: el caso de Centroamérica.

MISCELÁNEA
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LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL A DEBATE
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ARTICOLI
SABINO CASSESE: Varbítralo nel diritto amministrativo.

RASSEGNE
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